
                          
 

 

MOCION EXIGIENDO LA PARALIZACIÓN DE LAS REVÁLIDAS, DEROGAR LA 
LOMCE Y REVERTIR LOS RECORTES EDUCATIVOS 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La	comunidad	educativa	exige	 la	 retirada	 inmediata	del	Decreto	de	REVÁLIDAS,	 impuesto	por	el	
gobierno	en	funciones	del	PP	en	contra	de	 las	propias	Comunidades	Autónomas	que	 lo	tendrían	
que	aplicar;	exige	 la	 reversión	de	 los	RECORTES	educativos,	que	han	supuesto	el	deterioro	de	 la	
educación	 pública	 con	 la	 expulsión	 de	miles	 de	 docentes	 de	 sus	 aulas;	 y	 la	 DEROGACIÓN	 de	 la	
LOMCE,	 que	 prosigue	 implantándose,	 pese	 a	 haber	 sido	 RECHAZADA	 por	 la	 gran	mayoría	 de	 la	
comunidad	educativa	y	por	el	Congreso	de	 los	Diputados	hasta	en	dos	ocasiones	en	 los	últimos	
meses.		

El	pasado	29	de	 julio	de	2016,	el	Gobierno	en	 funciones	aprobó	en	consejo	de	ministros	el	Real	
Decreto	 310/2016	 por	 el	 que	 se	 regulan	 las	 evaluaciones	 finales	 de	 Educación	 Secundaria	
Obligatoria	 y	 de	Bachillerato,	 pruebas	 comúnmente	 conocidas	 como	 reválidas,	 y	 previstas	 en	 la	
Ley	 Orgánica	 para	 la	Mejora	 de	 la	 Calidad	 Educativa	 (LOMCE).	 Dichas	 pruebas,	 cuya	 puesta	 en	
marcha	 está	 programada	 para	 este	 curso	 2016/2017,	 y	 que	 afectarán	 a	 alrededor	 de	 335.991	
alumnos	de	ESO	y	otros	229.332	de	Bachillerato,	según	datos	del	propio	Ministerio	de	Educación,	
Cultura	 y	 Deporte,	 obliga	 a	 los	 alumnos	 a	 tener	 que	 someterse	 a	 un	 examen	 antes	 de	 poder	
obtener	el	correspondiente	título	académico,	aunque	hubiese	aprobado	todas	las	asignaturas.	

El	alumnado	de	4º	de	la	ESO	y	2º	de	Bachillerato	que	suspenda	la	prueba,	habiendo	superado	la	
ESO	o	Bachillerato,	se	verán	expulsados	del	sistema	educativo,	dejando	sin	validez	alguna	los	años	
cursados	durante	cada	etapa	o,	en	el	caso	de	la	ESO,	abocados	a	retroceder	en	el	sistema	yendo	a	
la	 Formación	 Profesional	 Básica	 (FPB)	 que	 ofrece	 un	 bajo	 nivel	 formativo	 y	 la	 cualificación	
profesional	más	baja	que	existe	en	España.		

Este	modelo	de	evaluaciones	estandarizadas,	que	se	han	convertido	en	el	objetivo	fundamental	de	
reformas	 neoliberales	 que,	 como	 la	 LOMCE,	 supuestamente	 tratan	 de	 “elevar”	 los	 resultados	
educativos	con	un	control	burocrático	sobre	 las	prácticas	escolares	y	 la	profesión	docente.	Pero	
está	 sobradamente	 demostrado	 que	 este	 tipo	 de	 pruebas	 estandarizadas	 solo	 sirven	 para	
fomentar	 un	 aprendizaje	 fundamentalmente	 memorístico	 y	 descontextualizado.	 Y	 es	 que	 las	
reválidas,	por	sí	mismas,	no	mejoran	ni	cambian	nada.	La	experiencia	de	EEUU,	que	abusa	de	este	
tipo	 de	 pruebas	 externas,	 indica	 que	 los	 resultados	 han	 sido	 un	 desastre	 y	 ha	 reforzado	 la	
mediocridad	del	sistema.	Sólo	están	sirviendo	para	segregar	y	excluir	a	 las	hijas	y	 los	hijos	de	 la	
clase	trabajadora	a	la	hora	de	acceder	a	determinados	niveles	y	centros	educativos.	

Está	claro	que	las	reválidas	no	están	al	servicio	de	la	mejora	de	la	educación,	sino	que	su	finalidad	
es	seleccionar,	y	tienen	efectos	negativos	sustancialmente	perjudiciales:		

a)	La	presión	sobre	los	niños	y	niñas	para	que	tengan	resultados	acomodados	a	las	pruebas.	



b)	 El	 estrés	 del	 control	 continuo	 y	 permanente,	 como	 si	 solo	 se	 pudiera	 aprender	mediante	 la	
presión	y	el	miedo	al	examen,	olvidando	la	curiosidad	y	la	motivación	por	conocer.	

c)	La	deslegitimación	de	la	función	docente	y	la	desconfianza	hacia	el	profesorado,	ya	que	no	es	el	
profesorado	que	tiene	docencia	directa	con	el	alumnado	el	que	lo	evalúa,	pues	se	le	expulsa	del	
proceso	de	valoración	final.	

d)	La	degradación	de	contenidos:	se	acaba	estudiando	lo	que	se	somete	a	examen,	y	se	centra	el	
tiempo	y	los	esfuerzos	docentes	en	preparar	al	alumnado	para	superar	pruebas	y	exámenes,	como	
ya	pasa	en	2º	de	Bachillerato	de	cara	a	la	selectividad.	

e)	 El	 control	 sobre	el	 trabajo	docente	 y	 la	pérdida	de	 su	 autonomía	educativa,	 al	 convertirse	el	
profesorado	en	“preparadores	de	pruebas”.	

f)	 El	 coste	 económico	 para	 el	 sistema,	 tan	 alto	 como	 inútil,	 por	 la	 realización	 de	 las	 múltiples	
pruebas	externas	todos	los	años;	y	el	coste	para	las	familias	del	alumnado	que	haya	suspendido,	
cuando	tengan	que	pagar	academias	para	repetir	la	reválida.	

g)	 La	 injusticia	 para	 el	 alumnado,	 que	 ha	 de	 jugarse	 en	 una	 prueba	 externa	 varios	 años	 de	
escolarización,	frente	a	la	función	de	la	evaluación	como	instrumento	de	mejora	de	la	educación,	
respetando	la	diversidad	y	los	ritmos	de	aprendizaje.	

h)	 La	 publicidad	 de	 estas	 pruebas	 en	 rankings,	 hasta	 ahora	 prohibida,	 configurando	 listados	 de	
centros	ordenados	en	 función	de	 las	puntuaciones	obtenidas	por	el	 alumnado,	que	 convierte	 la	
evaluación	 en	 un	 mecanismo	 de	 competición	 entre	 centros	 y	 no	 de	 cooperación;	 traslada	 la	
responsabilidad	 de	 estos	 resultados	 a	 los	 centros	 y	 al	 profesorado,	 pues	 a	 los	 docentes	 es	 a	
quienes	 primero	 se	 responsabiliza	 de	 los	malos	 resultados,	 sin	 tener	 en	 cuenta	 el	 conjunto	 de	
factores	asociados	a	 los	 rendimientos	escolares;	 y	 fomenta	 la	posible	 selección	por	parte	de	 los	
centros	 de	 cierto	 alumnado	 que	 no	 les	 haga	 descender	 en	 el	 ranking,	 evitando	 "cargar"	 con	
quienes	tienen	más	dificultades	de	aprendizaje	y	pueden	estropear	el	puesto	obtenido.		

En	 definitiva,	 estas	 pruebas	 de	 evaluación	 final	 o	 reválidas,	 junto	 con	 otras	 recientemente	
adoptadas	como	la	de	6º	de	Primaria	y	las	evaluaciones	externas	ya	implantadas,	sólo	sirven	para	
estigmatizar	 al	 alumnado,	 profesorado	 y	 centros,	 generando	 un	mercado,	 según	 la	 concepción	
neoliberal	y	en	sintonía	con	el	carácter	fundamental	de	la	LOMCE,	de	elección	de	aquellos	centros	
que	 ocupan	 lugares	más	 destacados	 en	 detrimento	 del	 resto,	 incrementando	 las	 desigualdades	
estructurales,	muy	lejos	del	carácter	compensador	que	debe	tener	el	sistema	educativo	en	pro	de	
la	equidad	y	la	cohesión	social.	

Frente	a	este	modelo	educativo	neoliberal	basado	en	el	control,	la	presión	y	el	miedo	al	examen,	
debemos	apostar	por	un	modelo	educativo	basado	en	enfocar	la	educación	como	un	proceso	de	
descubrimiento	 apasionante	 que	 estimule	 la	 creatividad	 y	 el	 desarrollo	 integral	 de	 nuestras	
jóvenes	 generaciones	 y	 apoyar	 la	 lucha	 de	 los	 representantes	 de	 todos	 los	 sectores	 de	 la	
comunidad	educativa	 (madres	 y	 padres,	 estudiantes	 y	 profesionales	de	 la	 educación)	 contra	 los	
brutales	recortes	presupuestarios	educativos	que	superan	ya	los	7.000	millones	de	euros	y	con	el	
compromiso	añadido	de	este	gobierno	con	la	Troika	de	recortar	todavía	más	en	educación	hasta	
dejarnos	 en	 un	 3,9	 del	 PIB,	 cuando	 la	media	 de	 la	 UE	 está	 en	 un	 6,2	 y	 países	 como	 Finlandia	



superan	 el	 7%	 del	 PIB,	 que	 tiene	 como	 objetivo	 encubierto	 el	 desmantelamiento	 de	 servicio	
público	educativo.		

Por	 eso,	 ahora	 más	 que	 nunca	 debemos	 defender	 un	 modelo	 de	 educación	 pública	 inclusiva,	
igualitaria,	 laica,	de	calidad,	gratuita	y	democrática,	único	garante	real	del	derecho	universal	a	la	
educación	en	condiciones	de	igualdad.	

Por	 todo	 lo	 anteriormente	 expuesto,	 se	 propone	 al	 Pleno	 del	 Ayuntamiento	 de	 Rincón	 de	 la	
Victoria	que	adopte	los	siguientes	

ACUERDOS:	

1. INSTAR	 al	 Gobierno	 de	 la	 Nación	 a	 que	 derogue	 de	 manera	 inmediata	 el	 Real	 Decreto	
310/2016	 por	 el	 que	 se	 regulan	 las	 evaluaciones	 finales	 de	 Educación	 Secundaria	
Obligatoria	y	Bachillerato.	

2. INSTAR	 al	Ministerio	de	 Educación,	 a	 que	 convoque	 con	 carácter	 urgente	 la	 Conferencia	
Sectorial	 de	 Educación	para	 tratar	 la	 derogación	de	dicho	Real	Decreto,	 como	así	 le	 han	
trasladado	la	gran	mayoría	de	los	Consejeros	de	Educación	autonómicos.	

3. INSTAR	al	Consejero	de	Educación	de	la	Comunidad	a	que	se	sume	a	la	reivindicación	del	
resto	 de	 Consejeros	 autonómicos	 que	 abogan	 por	 un	 gran	 acuerdo	 de	 las	 Comunidades	
Autónomas,	 rechazando	 la	 propuesta	 de	 Real	 Decreto	 del	 Gobierno	 y	 pidiendo	 la	
derogación	inmediata	del	mismo.	

4. INSTAR	 a	 la	 Consejería	 de	 Educación	 de	 la	 Comunidad	 y	 al	 Ministerio	 de	 Educación	 a	
revertir	los	recortes	en	educación	y	equiparar	la	inversión	en	educación	pública	a	la	media	
de	la	UE	del	6.2%	del	PIB	en	esta	legislatura.	

5. INSTAR	a	 todos	 los	 partidos	 firmantes	 del	 acuerdo	de	derogación	de	 la	 LOMCE	a	 que	 lo	
lleven	a	cabo	de	forma	inmediata	cumpliendo	su	compromiso.		

6. DAR	TRASLADO	de	la	presente	Moción	al	Gobierno	Central,	al	Gobierno	de	la	Comunidad	
Autónoma,	a	 los	Grupos	Parlamentarios	del	Congreso	de	 los	Diputados	y	del	 Senado,	así	
como	 a	 la	 Plataforma	 en	 Defensa	 de	 la	 Escuela	 Pública,	 sindicatos	 de	 enseñanza	 y	
Asociaciones	de	Madres	y	Padres	de	los	centros	escolares	de	nuestro	municipio.	

 


